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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera  

Instancia, Sala 
Superior de Ponce 
 

Civil. Núm.  
J AC2004-0955 (406) 

 
Sobre: 
DAÑOS POR 

INCUMPLIMIENTO 
DE CONTRATO 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 
Juez  Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 

 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2020. 

Comparecen Muñoz García S.E., Antonio J. Muñoz Bermúdez, 

Migdonia Grajales y la sociedad legal de bienes gananciales 

compuesta entre ambos, (los peticionarios) quienes solicitan que 

revoquemos una Resolución del Tribunal de Primera Instancia (TPI). 

En dicha resolución el foro primario denegó una solicitud de los 

peticionarios para enmendar su contestación a la demanda y 

plantear la nulidad radical o absoluta del contrato objeto de la 

demanda. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación se expide 

el auto y se revoca la Resolución del TPI. 

I 

En la demanda ante el TPI1 los demandantes alegaron que 

habían otorgado un contrato de compraventa con la Sucesión de 

 
1 Véase, Demanda, pág. 192-202 del apéndice del recurso. Dicho caso fue 

presentado por los demandantes: LUIS ANTONIO REYES LEOÓN Y CARMEN 

ELBA RODRÍGUEZ MEDINA, ambos por sí y en representación de la SOCIEDAD 

LEGAL DE GANANCIALES, compuesta por ellos; JOSÉ GERARDO ORTIZ CRUZ Y 

NILSA IVONNE REYES RODRÍGUEZ, por sí y en representación de la SOCIEDAD 

LEGAL DE GANANCIALES constituida por ambos. Los demandados en dichos 
casos son los siguientes: JUAN ALBERTO PICÓ VIDAL, por sí y en representación 

de su hermana incapaz MARÍA JOSEFINA PICÓ VIDAL; ARTURO ALBERTO PICÓ 

VIDAL; MUÑOZ GARCÍA, S.E.; Antonio J. Muñoz Bermúdez y Migdonia (Nani) 
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Arturo Picó Santiago, compuesta por los codemandados, Juan 

Alberto Picó Vidal, María Josefina Picó Vidal, Arturo Picó Vidal y 

Teresa Clotilde Vidal Santiago. Adujeron que la sucesión les vendió 

el nombre comercial “Ponce Concrete Products”, sus cuentas a 

pagar, junto con algunos bienes muebles. Las partes también 

señalaron que otorgaron un contrato de arrendamiento de un 

inmueble por el término de cinco (5) años que finalizaba el 20 de 

julio de 2006. Además, se acordó una prohibición de enajenar y un 

derecho de adquisición preferente. Al realizarse la partición durante 

la vigencia del contrato de arrendamiento, la propiedad arrendada 

se le adjudicó a Teresa Clotilde Vidal Santiago, quien la donó a Juan 

Alberto Picó Vidal.  Este último, a su vez, vendió la propiedad a 

Muñoz García, S.E., representada por el codemandado, Antonio J. 

Muñoz Bermúdez.2  

Luego de un sinnúmero de trámites, el 7 de marzo de 2018, 

los peticionarios presentaron Moción para Solicitar Enmienda a 

Contestación a Demanda. Alegaron que durante una deposición 

tomada al Lcdo. Arturo Picó Valls, salió a relucir que la tía de éste, 

María Josefina Picó Vidal, adolecía de una condición que limitaba 

su capacidad de obrar. Por ello, indicaron que era necesario 

enmendar su contestación a la demanda para incluir la defensa de 

nulidad radical o absoluta del contrato de arrendamiento y venta de 

activos suscrito el 19 de julio de 2001.3  

 
Grajales, por sí y en representación de la Sociedad Legal de Gananciales por ellos 

constituida; FULANO DE TAL, MENGANA DE TAL y la SOCIEDAD LEGAL DE 

GANANCIALES compuesta por ellos; JOHN DOE, JANE DOE Y LA SOCIEDAD 

LEGAL DE GANANCIALES constituida por ambos; WESTERNBANK PUERTO 

RICO.  
2 Véase, Demanda, págs. 192-202 del apéndice del recurso. 
3 Véase, Contestación Enmendada a la Demanda y Moción para Solicitar Enmienda 
a Contestación a Demanda págs. 121-140 del apéndice del recurso y Oposición a 
Solicitud de Enmiendas a Contestaciones a Demanda, págs. 98-140 del apéndice 

del recurso.  
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De igual forma, el codemandadado, Juan Picó Vidal, presentó 

Solicitud de Autorización para Enmendar Contestación a Demanda al 

Amparo de la Regla 13.1, por los mismos fundamentos.4  

Los demandantes, por su parte, se opusieron a dichas 

enmiendas y argumentaron que el caso se encuentra en una etapa 

avanzada de los procedimientos y que los peticionarios tenían pleno 

conocimiento de la condición de María Josefina Picó Vidal antes de 

la referida deposición, pero que optaron por cruzarse de brazos. 

Señalaron, además, que el codemandado, Juan Picó Vidal, era tutor 

de su hermana, María Josefina Picó Vidal, desde el 2004, por lo que 

entienden que no hay razón justificable para presentar dicha 

solicitud luego de trece (13) años desde que se presentó la demanda 

del caso.5  

Muñoz García S.E. y Juan Picó Vidal presentaron réplica 

argumentando su posición por la cual el contrato debe ser declarado 

nulo.6 El 6 de febrero de 2019 el TPI celebró Conferencia sobre el 

Estado de los Procedimientos del Caso, donde las partes tuvieron la 

oportunidad de argumentar sus posiciones.7 

El 19 de julio de 2019, el TPI emitió una Resolución denegando 

la solicitud de enmienda a la contestación a demanda concluyendo 

que los fundamentos expuestos no eran suficientes para cumplir 

con los criterios establecidos por el Tribunal Supremo y autorizar la 

enmienda.8 

Así las cosas, Muñoz García S.E., Antonio J. Muñoz Bermúdez 

y Migdonia Grajales presentaron Moción de Reconsideración.9 Por su 

 
4 Véase, Solicitud de Autorización para Enmendar Contestación a Demanda al 
Amparo de la Regla 13.1 y Contestación a Demanda Enmendada, págs. 108-120 

del apéndice del recurso. 
5 Véase, Oposición a Solicitud de Enmiendas a Contestaciones a Demanda, págs. 

98-107 del apéndice del recurso. 
6 Véase, Replica a Moción en Oposición a Moción para Solicitar Enmienda a 

Contestación a Demanda y Replica a Moción en Oposición a Enmienda a Las 
Alegaciones, págs. 71-93 del apéndice del recurso. 
7 Véase, Resolución a la pág. 47 del apéndice del recurso. 
8 Véase, Resolución, págs. 37-54 del apéndice del recurso. 
9 Véase, Moción de Reconsideración, págs. 26-35 del apéndice del recurso.  
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parte, Juan Alberto Picó Vidal presentó también una Moción en 

Solicitud de Reconsideración10 y los recurridos presentaron su 

oposición.11 El 2 de agosto de 2019, el TPI emitió una Resolución 

denegando las dos mociones de reconsideración presentadas.12  

Inconforme, los peticionarios, Muñoz García S.E., Antonio 

Muñoz Bermúdez, Migdonia Grajales y la SLG compuesta por 

ambos, presentaron un recurso por medio del cual, solicitan que 

revoquemos la Resolución del TPI del 19 de junio de 2019 y que se 

permita la enmienda a la contestación a demanda. La parte hace los 

siguientes señalamientos de error: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DENEGAR LA SOLICITUD DE 

ENMIENDA A LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA DE 
LOS PETICIONARIOS PARA PLANTEAR LA NULIDAD 

RADICAL O ABSOLUTA DEL CONTRATO SOBRE EL 
CUAL SE ERIGE LA RECLAMACIÓN DE LA PARTE 
DEMANDANTE-RECURRIDA. 

 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL A QUO AL 

CONSIDERAR QUE LA NULIDAD RADICAL O 
ABSOLUTA DE UN NEGOCIO JURÍDICO ES UNA 
DEFENSA AFIRMATIVA QUE SE PUEDE RENUNCIAR 

SI NO SE FORMULA EN LA PRIMERA ALEGACIÓN 
RESPONSIVA. 

 
ERRÓ EL NISI PRIUS AL DENEGAR LA ENMIENDA A LA 
CONTESTACIÓN A LA DEMANDA SOBRE LA BASE DE 

QUE LA MISMA ES TARDÍA Y NO PONDERAR LOS 
CRITERIOS ESTABLECIDOS EN LA JURISPRUDENCIA 

DEL TRIBUNAL SUPREMO. 
 
 Por su parte, el 20 de septiembre de 2019, Luis Antonio Reyes 

León, Carmen Elba Rodríguez Medina y la SLG por ellos compuesta 

(los recurridos) presentaron, Memorando en Oposición a Expedición 

del Auto de Certiorari, donde señalan que la expedición del auto 

causaría una dilación indeseable y provocaría un fracaso a la 

justicia. Alegan que no hay razón justificable para la demora pues 

la moción para enmendar fue presentada casi trece (13) años 

después de haberse presentado la demanda y que, al contestar la 

misma, ya los peticionarios sabían sobre la incapacidad de la Sra. 

María Josefa.  

 
10 Véase, Moción en Solicitud de Reconsideración págs. 16-25 del apéndice del 
recurso. 
11 Véase, Oposición a Mociones Solicitando Reconsideración, págs. 9-15 del 

apéndice del recurso. 
12 Véase, Resolución a la pág. 2 del apéndice del recurso.  
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   II 

                                                 -A- 

El certiorari es el vehículo procesal que le permite a un 

tribunal de mayor jerarquía revisar las decisiones de un tribunal 

inferior. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012). 

Su característica distintiva es “la discreción encomendada al 

tribunal revisor para autorizar su expedición y adjudicar sus 

méritos”. Íd., pág. 338. Es decir, contrario a lo ocurrido con un 

recurso de apelación, la expedición del auto de certiorari “descansa 

en la sana discreción del foro apelativo”. García v. Padró, 165 DPR 

324, 334 (2005).  

Así, mediante este recurso extraordinario, se le puede solicitar 

a un tribunal de mayor jerarquía que corrija un error cometido por 

el foro primario. Íd.; Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79 (2001). 

Establece la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, que 

este foro apelativo expedirá el recurso de certiorari para resolver 

resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas cuando se recurre 

de:  (1) una resolución u orden bajo las Reglas 56 (Remedios 

Provisionales) y 57 (Injunction) de Procedimiento Civil; (2) la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo; y (3) por 

excepción de:  (a) decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 

hechos o peritos esenciales; (b) asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios; (c) anotaciones de rebeldía; (d) casos de relaciones de 

familia; (e) casos que revistan interés público; y (f) cualquier otra 

situación en la que esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia.  

Sabido es que, en aras de hacer justicia, la discreción es “[e]l 

más poderoso instrumento” que tienen los jueces. Rodríguez v. 

Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004). Esta se ha definido como una forma 

de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a 

una conclusión justiciera. Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 

javascript:citeSearch('154DPR79',%20'MJPR_DPR')
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414, 435 (2013). No significa poder actuar en una forma u otra 

haciendo abstracción del resto del Derecho. Íd. Cónsono con ello, la 

Regla 40 del Reglamento Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B, fija los criterios que debemos considerar para poder ejercer de 

forma sabia y prudente nuestro criterio al decidir si hemos de 

atender las controversias que se nos plantean en un recurso de 

certiorari. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 96- 97 

(2008). La referida regla pauta los siguientes:         

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 

a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho. 
 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  

 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 
 
D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.  

 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  
 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
 

Ninguno de estos criterios es determinante por sí solo para el 

ejercicio de nuestra discreción como tampoco se trata de una lista 

exhaustiva. García v. Padró, 165 DPR 324 (2005). La norma vigente 

es que un tribunal apelativo sólo intervendrá con las 

determinaciones interlocutorias discrecionales procesales del TPI 

cuando éste haya incurrido en arbitrariedad, pasión, prejuicio o 

parcialidad, o en un craso abuso de discreción o en una 

interpretación o aplicación errónea de cualquier norma procesal o 

de derecho sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 581 
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(2009); Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 719 (2007); 

In re Ruiz Rivera, 168 DPR 246, 252-253 (2006); García v. 

Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1, 

(2005); Meléndez v. Caribbean Int’l News, 151 DPR 649, 664 (2000); 

Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170, 181 (1992). 

En síntesis, nuestra facultad discrecional para expedir recursos de 

certiorari está delimitada tanto por los criterios de la Regla 52 de 

Procedimiento Civil, supra, como por los de la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. 

-B- 

La Regla 13.1 de Procedimiento Civil permite que una parte 

enmiende sus alegaciones con permiso del tribunal. Dicho permiso 

se concederá liberalmente cuando la justicia así lo requiera y la 

solicitud de autorización para enmendar las alegaciones deberá 

estar acompañada de la alegación enmendada en su totalidad. 

Véase, Regla 13.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. III R. 13.1.  

La Regla permite enmendar las alegaciones para incluir 

cuestiones omitidas o para clarificar reclamaciones. Permite, 

además, la presentación de enmiendas en dos (2) circunstancias 

particulares. Primero, una parte puede enmendar sus alegaciones 

una vez en cualquier momento antes de que se le haya notificado 

una alegación responsiva o en cualquier momento dentro de los 

veinte (20) días de haber notificado su alegación, si su alegación no 

admite alegación responsiva. Segundo, se permite que las partes 

enmienden sus alegaciones en cualquier otra circunstancia, pero 

únicamente con el permiso del tribunal o con la anuencia de la parte 

contraria. Regla 13.1 de Procedimiento Civil, supra. 

 Según la regla, la autorización para enmendar las alegaciones 

debe concederse liberalmente. Regla 13.1 de Procedimiento Civil, 

supra; S.L.G. Font Bardón v. Mini-Warehouse, 179 DPR 322, 334 

(2010). Nuestro Mas Alto Foro ha expresado que existe una clara 
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política pública en nuestro ordenamiento de que los casos se deben 

ventilar en sus méritos, Rivera et al. v. Superior Pkg., Inc. et al., 132 

DPR 115, 124 (1992), por lo cual las Reglas favorecen la autorización 

de las enmiendas a las alegaciones. J.A. Cuevas Segarra, Tratado de 

Derecho Procesal Civil, 2da ed., San Juan, Pubs. JTS, 2011, T. II, 

pág. 592. Por ende, los tribunales poseen amplia facultad 

discrecional para decidir si permiten la enmienda a una alegación, 

inclusive en etapas adelantadas de los procedimientos. Colón Rivera 

v. Wyeth Pharm, 184 DPR 184 (2012), citando a J. A. Echevarría 

Vargas, Procedimiento Civil Puertorriqueño, Colombia, [S. Ed.], 

2010, pág. 116.  

 Para determinar si se debe permitir una enmienda debemos 

tomar en consideración los siguientes elementos establecidos: “(1) el 

impacto del tiempo trascurrido previo a la enmienda, (2) la razón de 

la demora, (3) el perjuicio a la otra parte, y (4) la procedencia de la 

enmienda solicitada”. S.L.G. Sierra v. Rodríguez, 163 DPR 738, 748 

(2005). 

 Se ha aclarado que “[e]l factor que resulta de mayor relevancia 

al momento de evaluar una solicitud de autorización para enmendar 

las alegaciones es el perjuicio que puede causarse a la parte 

contraria”. S.L.G. Font Bardón v. Mini-Warehouse, supra. Así que, 

independientemente de la etapa en que se presente la propuesta 

enmienda o que se incluyan en esta nuevas teorías o reclamaciones, 

los tribunales debemos ponderar con especial énfasis el perjuicio 

que dicha enmienda podría causarle a la otra parte. S.L.G. Sierra v. 

Rodríguez, supra, pág. 749; Romero v. S.L.G. Reyes, 164 DPR 721 

(2005), pág. 731; Torres Cruz v. Municipio de San Juan, 103 DPR 

217, 220 esc. 1 (1975). 

 Diversos tribunales federales han determinado que 

enmiendas a las alegaciones causan perjuicio indebido si la parte 

opuesta a la enmienda tiene que alterar su estrategia en el litigio, 
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incurrir en nuevo descubrimiento de prueba o si la enmienda 

complicaría el caso de manera inapropiada, atrasando así la 

disposición del mismo. Colón Rivera v. Wyeth Pharm, supra, pág. 

202. La jurisprudencia federal ha prestado especial énfasis a las 

previas oportunidades que hayan tenido las partes para enmendar 

sus alegaciones y a la tardanza indebida en presentarlas. Id. 

-C- 

En nuestra jurisdicción, los requisitos de todo contrato son el 

consentimiento, objeto y la causa. Artículo 1213 del Código Civil, 31 

LPRA sec. 3391. Además, dispone el artículo 1044 del Código Civil, 

que las obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley 

entre las partes contratantes, y deben cumplirse a tenor con los 

mismos.  31 LPRA sec. 2994. Sobre el postulado de la fuerza 

vinculante del contrato se sostiene el principio que “deba presumirse 

la validez del contrato y del consentimiento y no se presuma el error 

que lo vicia”. Capó Caballero v. Ramos, 83 DPR 650, 673 (1961); 

Cód. Civil, Arts. 1207 y 1208, 31 LPRA secs. 3371 y 3372. Sin 

embargo, el negocio jurídico puede ser impugnado durante el 

período de prescripción saneatoria que dispone el artículo 1253 del 

Código Civil para ello. 31 LPRA sec. 3512. Dicha acción de nulidad 

es para invalidar contratos anulables y sólo durará cuatro (4) años.  

Contrario a la doctrina española, nuestra jurisprudencia parece 

inclinarse a favor de que dicho término sea de prescripción, en vez 

de caducidad, a pesar de que no se ha resuelto expresamente. J.R. 

Vélez Torres, Curso de Derecho Civil; Derecho de Contratos, San 

Juan, Universidad Interamericana de Puerto Rico, T. IV, Vol. II, pág. 

129. 

Hasta tanto no se impugne el contrato, el mismo surte todos 

los efectos legales como si fuera válido. Una vez transcurrido el 

término legal sin ser ejercitada la acción de nulidad relativa, la 

validez del contrato no podrá ser cuestionada posteriormente, pues 
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la imperfección que lo hace impugnable desaparece por el mero 

transcurso del tiempo y, en su consecuencia, el contrato anulable 

se convalida.  Véase, Rivera v. Sucn. Díaz Luzunaris, 70 DPR 181 

(1949); Agostini v. Philippi et al., 16 DPR 663 (1910); J.R. Vélez 

Torres, Op. Cit.  

Sobre la anulabilidad, nos explica el profesor Vélez Torres, lo 

siguiente:   

La anulabilidad o nulidad relativa es aquella 
imperfección del contrato menos enérgica que propicia 
su impugnación, con efectos retroactivos.  Supone, 

como afirma Diez Picazo, un contrato que desde el 
principio (o ab initio) ha nacido eficaz, si bien con una 

eficiencia claudicante, por estar el mismo sometido al 
posible ejercicio de la acción de nulidad o impugnación.  
El contrato anulable, pues, nace y surte sus efectos, 

pero si es impugnado, en tiempo hábil, se destruye y 
esta destrucción tiene efectos retroactivos.  Ocurre que 
estos contratos han sido otorgados por ciertas personas 

sin capacidad plena para contratar o en determinadas 
circunstancias que vician la prestación del 

consentimiento.  Se diferencian de los contratos 
afectados de nulidad de pleno derecho, porque éstos 
nunca nacen con efectos vinculantes. José R. Vélez 

Torres, IV-II, Op. Cit. pág. 127. 
   

 

De otra parte, los contratos afectados de nulidad absoluta 

nunca nacen y tampoco sus efectos. Existe nulidad absoluta de un 

contrato cuando el mismo cuenta con alguna imperfección que le 

impide producir sus propios efectos.  Es decir, que un contrato es 

radicalmente nulo cuando carece de alguno de los elementos 

esenciales para su validez, o cuando es contrario a la ley, la moral o 

al orden público.  31 LPRA secs. 3391 y 3372. Es menester señalar 

que la acción para declarar inexistente un contrato por nulidad 

absoluta, no prescribe. Esto pues según lo expresado por nuestro 

Tribunal Supremo, se trata "…de un contrato inexistente por falta 

de consentimiento, y la acción para decretar la inexistencia nunca 

prescribe". Rivera v. Sucn. Díaz Luzunaris, supra, pág. 197. 

Asimismo, ha aclarado nuestro Mas Alto Foro que todo contrato 

nulo, es inexistente en derecho desde el momento mismo en que se 
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otorga y, por lo tanto, no puede ser objeto de confirmación ni de 

prescripción saneatoria. Véase, Ríos v. Municipio Isabela, 159 DPR 

839 (2003), págs. 848-849. 

III 

En el presente caso, pasado un término de trece (13) años de 

haberse presentado la demanda, los peticionarios solicitan que se 

les permita enmendar su contestación a la demanda para incluir 

alegaciones sobre nulidad. Argumentan que durante la toma de 

deposición al Lcdo. Arturo Picó Vals, el 22 de febrero de 2018, 

surgieron dudas sobre la capacidad de la Sra. María Josefina Picó 

Vidal.13 Esta fue una de los suscribientes en el contrato de 

 
13 Véase, Deposición al Sr. Arturo Picó Valls, págs. 10-13 del apéndice de 

Memorando en Oposición a Expedición del Auto de Certiorari. Durante la deposición 
efectuada, surgió lo siguiente: 

P. ¿Cuál era la situación de su tía, de Maria Josefina? 

R. Pues. 

P. Si usted recuerda. 

R. La situación es que en la medida que se acercó el momento para tomar 

unas decisiones con relación a la partición de los bienes de mi abuelo, pues, 
varios, varios compañeros abogados, incluyéndome, incluyéndome, mencionamos 

que mi tía Mary Joe necesitaría ayuda. Una representación, eh, legal diferente, 

¿no? La partición de Arturo Picó Santiago, pues, conllevaba bienes inmuebles. 

Acciones de bancos, eh, cuentas bancarias, certificado de depósito, etcétera, 

etcétera, etcétera. 
P.  ¿Había reserva? ¿Existía reserva por parte de las personas envueltas en el 

trámite de partición de herencia con respecto a la capacidad de comprensión de 

Maria Josefina? 

R.  Si, había reserva. Si.  

P.  Había Reserva. 

R.  La contestación es que sí. 
P.  ¿Y esa reserva surgió por qué? ¿Por alguna situación reciente, o era una, 

una situación que había estado presente a lo largo del tiempo? ¿O sea, cual fue la 

fuente de la reserva? 

R.  Ahí no puede precisar, licenciada, realmente. 

P. Pero es que usted… 
R. Ahí no puedo precisar. 

P.  Conoce su tía. 

R. Sí. 

P. Usted… 

R. Una… 

P. Usted con… 
R. Una, una cosa es yo conocer a mi tía. Otra cosa es la pregunta como esta 

haciendo, no, que son cosas muy diferentes. 

P. ¡Claro! Pero la, la, sabemos, sabemos que la naturaleza de, de, de la 

transcripción debido al caudal, verdad, eh, la cantidad cuantiosa, verdad. Pero la 

reserva para estar claro en el récord, ¿había reserva? ¿O sea, había dudas de que 
Maria Josefina fuera capaz de entender, eh, las transacciones que se estaban 

realizando y que se estarían realizando? 

R.  Yo, personalmente, tenía mis reservas por no decir la palabra porque esa 

no era la palabra correcta. 

P. No. 

R. Yo utilizaría reservas que ella pudiera comprender todo, todo lo que 
conllevaba el poder dividir ese tipo de, ese tipo de herencia y que necesitaría una 

ayuda, una ayuda. Eh, que ella tuviera confianza personal para poder, entonces, 

ella, este, poder tomar decisiones. 



 
 

 
KLCE201901191 

 

12 

arrendamiento objeto del presente caso. Los arrendadores 

suscribientes en dicho contrato lo fueron los siguientes:14 

Teresa C. Vidal Santiago 

Juan A. Picó Vidal 

Arturo A. Picó Vidal 

María J. Picó Vidal 

Conforme el derecho aplicable ya esbozado, la capacidad de 

los suscribientes para entender y dar su consentimiento a lo 

pactado, es necesaria para la validez de un contrato. El TPI 

consideró el término de trece (13) años que tomó a los peticionarios 

presentar su solicitud de enmienda a la contestación a demanda. El 

foro primario expresó que es imposible concluir que ambas partes 

advinieron en conocimiento de la incapacidad de María Josefina Picó 

Vidal durante la deposición del licenciado Picó Valls el 22 de febrero 

de 2018. Dicho foro determinó que desde los inicios del caso se había 

establecido la incapacidad de María Josefina Picó Vidal, y, 

descansando en su libertad discrecional, junto a la política pública 

a favor de la economía procesal, el TPI concluyó no permitir que se 

enmendara la contestación a demanda.15 Sin embargo, de existir 

nulidad absoluta, nada impediría que los peticionarios presenten 

dicha alegación posterior a dictarse sentencia en el presente caso, 

lo cual derrotaría el objetivo de la economía procesal.  

Ante ello, concluimos que el asunto de la nulidad por 

incapacidad se debe dilucidar ante el foro de instancia en el presente 

procedimiento. 

 

 

 
Véase, además deposición en el caso de Declaración de Incapacidad, JEX2001-
0102, tomada el 30 de octubre de 2001, págs. 14-19 del apéndice de Memorando 
en Oposición a Expedición del Auto de Certiorari. 
14 Véase, Contrato de Arrendamiento Fabrica Bloques-Ave. Hostos y Otros 
Extremos, págs. 65-68 del apéndice del recurso. 
15 Véase, Resolución, págs. 37-54 del apéndice del recurso. 
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IV 

Por los fundamentos que anteceden se expide el auto y se 

revoca la Resolución del 19 de junio de 2019. Se autoriza a los 

peticionarios presentar contestación a demanda enmendada y se 

ordena la continuación de los procedimientos de conformidad con lo 

aquí resuelto.  

En esta Sentencia no estamos adjudicando la nulidad del 

contrato, eso será materia que el TPI deberá resolver en su momento. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 La Juez Grana Martínez disiente porque denegaría la 

expedición del recurso. 

 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


